Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 9 y 23 minutos) 


La Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda tiene el agrado de recibir a la 
delegación de la Suprema Corte de Justicia, integrada por su Presidenta, doctora Sara Bossio, el 
Ministro, doctor Van Rompaey, la Directora de Planeamiento y Presupuesto, contadora Luz Gonnet y el 
Director General, doctor Elbio Méndez, quienes concurren a los efectos de analizar los artículos del 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal correspondiente a ese 
organismo. 


SEÑORA BOSSIO.- Por mi parte, voy a hacer una breve presentación respecto a los motivos por los 
cuales nos presentamos en esta sesión y a explicar en forma genérica nuestro proyecto de Rendición 
de Cuentas. 


En general, nuestro proyecto incluye los siguientes elementos. En primer lugar, el 
fortalecimiento de los Servicios de Justicia en todo el país, tanto en recursos humanos como 
materiales, cuyas metas principales para su conclusión en el quinquenio se traslucen en la creación de 
nuevos turnos y oficinas jurisdiccionales en todo el país y en la culminación de las obras del edificio de 
la Plaza Cagancha, que por suerte ya estamos por terminar y esperamos inaugurar a fin de año para 
celebrar el centenario de la Suprema Corte de Justicia. En este edificio se van a ubicar todos los 
Tribunales de Apelaciones, los Juzgados Letrados en materia Civil, el Centro de Estudios Judiciales y 
alguna otra oficina. 


Por otra parte, se están haciendo inversiones en el edificio de la calle Rondeau y Valparaíso, 
donde se van a ubicar todos los Juzgados Letrados en materia de Familia. También se está haciendo 
un llamado a licitación para instalar el Centro Penal en la calle Bartolomé Mitre. 


Otro de los fines de nuestro plan tiene que ver con la implantación del sistema informático 
general para todo el Poder Judicial. Este plan hace aproximadamente tres o cuatro años que se está 
desarrollando y podemos adelantar que está en la etapa de realización, pues ya está en manos de la 
empresa que ha ganado la licitación. En base a un sistema de red nacional, todos los Juzgados podrán 
comunicarse entre sí y con la Suprema Corte de Justicia. 


En tercer lugar, se está fortaleciendo la gestión administrativa de las sedes jurisdiccionales, 
de los servicios de apoyo y de las defensorías públicas, capacitando a los funcionarios judiciales y 
creando equipos multidisciplinarios en el interior del país para la atención de primera urgencia en 
materia de Familia y, sobre todo, para especializarse en temas relacionados con violencia doméstica, 
así como el establecimiento de un laboratorio toxicológico en el Instituto Técnico Forense. 


Otro de los fines fue la adecuación de los recursos humanos y sus respectivas 
remuneraciones a través de la reestructura escalafonaria que se realizó en el año 2006. De todo esto, 
se concretaron compromisos en materia Civil, como por ejemplo, en lo que tiene que ver con la 
abreviación de juicios en materia Civil; por un proyecto de reforma del Código del Proceso Penal, la 
Suprema Corte de Justicia tiene extremo interés en las Comisiones del Código Penal, así como del 
Código del Proceso Penal. 


También se realizaron estudios sobre la duración promedio de los procesos finalizados y 
sentencias definitivas en el año 2005, y está en trámite hacer lo propio desde el año 2006. En general, 
se ha podido ver que la duración de los procesos ha ido disminuyendo y estamos en la etapa de 
realización de una gran reforma en el Código del Proceso Penal, que es una materia pendiente que 
tiene el Poder Judicial conjuntamente con las demás autoridades y, por supuesto, con el Parlamento. 


En cuanto a las demás instituciones, he dicho que el Poder Judicial está en plena actividad 
respecto a las obras de implementación para terminar el edificio de la ONDA -que se va a llamar 


Palacio de los Tribunales- y de la ex DGI, en Valparaíso y Libertador, así como la iniciación de las 
obras, que van a ser posteriores, del gran centro que va a albergar los Juzgados Penales. 


El Director General del Poder Judicial, doctor Elbio Méndez, se va a referir al proyecto de 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR MENDEZ.- El artículo 1? del proyecto del Poder Judicial hace resurgir una aspiración de la 
Suprema Corte de Justicia, que se ha venido planteando en instancias presupuestales anteriores, y 
tiene que ver con la cobertura de la cuota mutual a los funcionarios del propio Poder. Tal vez algún 
señor Senador podría preguntarse por qué insistimos con tanto énfasis en esto, cuando por otro lado 
tenemos la Ley N* 18.131, que crea el Fondo Nacional de Salud, que justamente busca dar esta 
cobertura a todos o a casi todos los funcionarios, por lo menos en una primera instancia, que luego se 
irá ampliando. Lo que ocurre es que el Poder Judicial no está incluido en la creación del Fondo y 
solamente el artículo 9% faculta al Poder Ejecutivo a incluir a los funcionarios de la Administración 
Nacional de Educación Pública, así como al Poder Judicial, en el régimen creado en la presente ley. 


Entonces, dos razones impulsan a solicitar la aprobación de este artículo 1%. La primera es 
que a mediados del año próximo se agotan parte de los fondos con que el Poder Judicial viene 
cubriendo este beneficio de los funcionarios, porque se cubre con una tasa que se obtiene a partir de la 
recaudación del Registro de Testamentos y Legalizaciones, que no cubre el 100% de lo que el Poder 
Judicial gasta anualmente por este concepto. En consecuencia, esa falta se complementa con recursos 
propios del Poder Judicial que, tal como lo hemos venido anunciando en instancias anteriores, se están 
agotando y el año que viene se terminan definitivamente. Además, si bien la tasa produce una parte del 
importe que significa en el año esta cobertura, el Banco de Previsión Social -aclaro que la cuota mutual 
es percibida por un régimen similar al de DISSE- por su mecánica, exige que el compromiso se firme 
por todo el año. Nosotros, aun teniendo dinero para equis cantidad de meses -seis, siete, ocho- no 
podríamos en el mes de diciembre estar asumiendo el compromiso por todo el año con el Banco de 
Previsión Social, porque sabemos que no tenemos recursos para doce meses. Y aun teniéndolos, ni 
siquiera podríamos asumir ese gasto, salvo que el Banco hiciera una excepción y aceptara el 
compromiso de que vamos a transferirle el dinero durante el año, porque no lo sabemos. Si la 
Rendición de Cuentas no nos consagra esta suma que estamos solicitando, no podríamos asumir el 
compromiso, por lo que los funcionarios quedarían sin cobertura a partir del 1% de enero del año 
próximo. Por todo esto, insistimos en que es vital que se consagre este artículo 1% del proyecto de 
Rendición de Cuentas. La propia Suprema Corte de Justicia dice, en el inciso segundo del artículo, que 
“Esta norma tendrá vigencia hasta tanto la legislación arbitre otra solución en el marco del Sistema 
Nacional Integrado de Salud.” Somos conscientes de que se tiende a una solución integral y para 
todos, pero mientras tanto quisiéramos mantener nuestra situación; el día en que tengamos una 
cobertura para los nuestros, daríamos de baja este sistema. 


El artículo 2? procura mantener el nivel salarial de los funcionarios del Poder Judicial a marzo 
de 2005. ¿Por qué? Porque el dinero para aplicar la reestructura que el actual Presupuesto asigna al 
Poder Judicial y que hoy está vigente, se tomó sobre el salario que regía en aquel entonces. Dicho 
salario contenía, como producto de la recaudación de la tasa judicial, el equivalente histórico de 
alrededor de un 6%, porque desde el año 2002, prácticamente sin variantes, hasta junio de 2005 -con 
una leve variante a la baja, que luego vuelve a recuperar- está en un promedio de un 6% de las 
retribuciones de los funcionarios. Luego, a partir de la vigencia de este Presupuesto y de la 
reestructura, ese porcentaje empezó a ser menor, porque al aumentar la base de cálculo del salario de 
los funcionarios judiciales, aquello que representaba un 6% -la recaudación se ha mantenido 
constante- hoy no llega a ese porcentaje, pues estamos en aproximadamente un 2,5% mensual. 


Entonces, si tomamos en cuenta la masa salarial sobre la cual se aplica el actual 
Presupuesto, para los funcionarios -aun cuando en pesos no lo sienten porque no perciben menos 
dinero- la incidencia de la tasa ha sido menor. Por tanto, aquello que significaba un 6%, hoy no lo es, y 
el 33% sobre aquella base salarial no es exactamente eso, sino un 33% menos lo que la tasa está 
impactando porcentualmente. Reitero, esto nunca se ve en pesos, pues en plata nunca ha habido una 
merma de lo que perciben los funcionarios. 


En consecuencia, la Suprema Corte de Justicia pretende mantener el nivel de retribuciones 
que tenían sus funcionarios al momento de aplicarse el actual Presupuesto. Si los señores Senadores 
tienen dudas respecto a este tema, seguramente nos harán las preguntas correspondientes, pero es 
bastante clara la idea de mantener, al menos, el nivel salarial de los funcionarios. 


El artículo 3% del proyecto de ley del Poder Judicial en principio fue recogido por el texto que 
viene de la Cámara de Representantes en el artículo 250. Ahora bien, no sé si ha variado su 
numeración en el texto que tiene la Cámara de Senadores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sigue siendo el artículo 250. 


SEÑOR MENDEZ.- Este artículo no tiene costo y hace referencia a la posibilidad que tiene una 
categoría de funcionarios de optar por seguir en el régimen de equiparados -que tenían antes de la 
aplicación de la reestructura- o por incorporarse a la escala salarial resultante de la reestructura. Cabe 
señalar que casi todos se han incorporado al sueldo emergente de la reestructura y de esta manera, a 
solicitud de los funcionarios, simplemente se les da una chance más. 


El artículo 4% de la Suprema Corte de Justicia también fue aprobado por la Cámara de 
Representantes y se corresponde con el artículo 251 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 
Aquí se contempla una necesidad imperiosa de la Suprema Corte de hacer justicia en el tratamiento 
salarial de funcionarios de Montevideo y el interior del país que realizan tareas que, más que similares, 
son casi idénticas. Estoy hablando de los médicos forenses y las clínicas forenses que hay en 
Montevideo y en el interior y del laboratorio de química, que funciona sólo en Montevideo. Existe una 
vieja disposición que prevé que quienes trabajan en la morgue judicial y en el laboratorio tienen una 
compensación, que si bien no lo establece la ley, la Suprema Corte entiende que es por insalubridad. 
La cuestión es que cuando se sancionó aquella norma, la única morgue judicial estaba en Montevideo. 
Actualmente las hay en todos los departamentos y, en algunos casos, como Maldonado y Las Piedras, 
existen a través de convenios. De hecho, aún cuando estrictamente no fueran morgues del Poder 
Judicial, de lo que se trata es de médicos forenses del Poder Judicial, que cumplen la misma tarea que 
los de Montevideo y demás ciudades. Entonces, si hay una razón de salubridad para algunos médicos, 
también la hay para los otros. Ahora bien, el Poder Judicial no puede hacer frente a esta situación 
porque en Montevideo está pagando a través de las economías que actualmente existen, pero que 
podemos dejar de tener. Por esa razón no se ha podido extender al resto de los médicos del interior. 
En consecuencia, como este artículo ya fue consagrado en la Cámara de Representantes, solicitamos 
que el Senado mantenga ese criterio. 


El artículo 5% de nuestro proyecto de ley procura asegurar a los funcionarios Defensores de 
Oficio y del escalafón R) -correspondiente a la División Tecnología Informática del Poder Judicial- una 
recuperación salarial similar a la que se estima tendrían los funcionarios públicos de la Administración 
Central. ¿Cuál es la razón de esta norma? En el caso del Poder Judicial, la Ley de Presupuesto previó 
que la recuperación salarial esté contenida en la reestructura. En consecuencia, al haberse efectuado 
una reestructura que involucra a todos los escalafones, pero no a los del escalafón R) y a los del 
escalafón VIl “Defensa Pública”, estos funcionarios tendrían sólo un 2% que ya se les otorgó por 
concepto de recuperación salarial y no percibirían recuperación por otro concepto. A su vez, por el nivel 
de retribuciones de ambos escalafones, en la reestructura están contemplados pero no tienen un 
incremento salarial en la medida que éstos fueron aplicados a los cargos técnicos y no técnicos de 
menor remuneración. 


En consecuencia, ellos no tendrían recuperación salarial -o la tendrían sólo a partir de ese 
2%- a lo que debe adicionarse la cantidad que están percibiendo a partir de la consagración, en la 
última Rendición de Cuentas, de un incremento para perfeccionamiento académico, y que perciben 
sólo los Defensores de Oficio full time. 


Entonces, eso también habría que adicionárselos como recuperación salarial; por lo menos 
esa es la intención de la Suprema Corte de Justicia. 


Recordarán los señores Senadores que esa disposición se incorpora en el ámbito 
parlamentario, en la Rendición de Cuentas pasada, porque la Suprema Corte de Justicia había enviado 
una norma similar, pero con un alcance general a todos aquellos funcionarios técnicos que perciben 
perfeccionamiento académico. En el Parlamento se ha mantenido el monto, pero se cambia el destino 
y se les asigna a los Defensores. Por tal motivo ellos tienen un incremento mayor, lo cual es sumado al 
2%. ¿Cuál es la intención de la Suprema Corte de Justicia? Sumar ese 2% a lo que percibieron por 
recuperación salarial y completar con esta disposición el porcentaje que faltare para asegurarles la 
recuperación que tuvieran los funcionarios de la Administración Central. Por eso está destinado sólo a 
dos escalafones: Defensa Pública y escalafón R. 


El artículo 6% se refiere a la dedicación total. La Suprema Corte de Justicia en instancias 
anteriores ya había planteado -y el Parlamento acompañó dicho criterio- que sus cargos fuesen -casi 
todos, hay alguna pequeña excepción- de dedicación total. De esta manera se procura que todos sus 
funcionarios técnicos y no técnicos -porque hay algunos, por la relevancia que tienen en la 
organización, como los Directores de Departamento, que pueden ser de distintos escalafones, no sólo 
técnicos, sino también de los administrativos y del especializado- estén dedicados, pura y 
exclusivamente, a la función judicial. Naturalmente, eso hace que puedan tener una extensión horaria 
mayor en la dedicación a su cargo y, a su vez, que no tengan la distracción o la necesidad de otra 
ocupación que los pueda alejar de la labor judicial. En consecuencia, se procura, a cambio, asegurarles 
la compensación que implica la dedicación total. Y por ello ahí se estarían incluyendo los cargos que 
aparecen mencionados: “Sub Directores de División, Directores de Departamento, Secretario, Abogado 
y Médico Asesor General del Instituto Técnico Forense, Sub Directores de Departamento y Asesores 
en Jurisprudencia”. 


Voy a apelar a la contadora Gonnet para dar una idea al Senado del costo de esta disposición 
proyectada. Estamos hablando de casi $ 9:000.000, concretamente, $ 8:976.938. Con esto también 
queremos dar una idea de la cantidad de funcionarios y del impacto desde el punto de vista de los 
recursos. 


El artículo 7* también ha sido consagrado a nivel de la Cámara de Representantes y figura 
como artículo 252 en el texto aprobado por dicho Cuerpo. 


La Suprema Corte de Justicia había incluido a los Inspectores de Juzgados de Paz, pero la 
disposición que viene de la Cámara lo amplía porque dice Inspectores de la División Servicios 
Inspectivos. Esa es la diferencia; el texto venido de la Suprema Corte de Justicia lo acota a Inspectores 
de Juzgados de Paz. Perdón por el dialogado con la contadora, pero queremos clarificar al Senado 
este tema. Queremos explicar el porqué de la diferencia como cosa importante. Esta disposición, que 
ya hemos tenido en cuenta en algunas otras situaciones, lo que ha procurado es mantener el derecho 
del funcionario que hoy se desempeña en carácter de part time, para que al ascender a Inspector de 
Juzgado de Paz no perdiera la posibilidad -en esa ocasión de ascenso- de mantener ese régimen, 
como por ejemplo, un escribano que estaba ejerciendo la profesión. De esa manera, no le dificultamos 
el ascenso porque, de lo contrario, tendría que optar entre el ejercicio liberal de su profesión y el cargo 
de Inspector. Por eso se acota al Juzgado de Paz y no al Letrado, pero el que viene de la Cámara es 
más amplio y posibilitaría que esta opción, de mantenerse el carácter de part time alcanzara a más 
funcionarios. La diferencia está allí y no en la filosofía de la disposición. 


El artículo 8% es una disposición que se repite de instancias anteriores y su costo surge de su 
propio texto. Estamos hablando de un incremento en el año de $ 79.180 y con ello se procura 
equiparar la situación de los secretarios de los cinco Ministros de la Suprema Corte de Justicia, que 
tienen una pequeña diferencia. Concretamente, cada Ministro tiene dos secretarios pero, tal como 
establece la legislación vigente, uno de ellos no percibe una compensación -que es pequeña ya que el 
monto anual que se señala en el artículo es para diez personas- a pesar de tener las mismas 
responsabilidades y cumplir las mismas tareas. Esta es una situación injusta que se procura solucionar 
con esta disposición que, por otra parte, implica un costo realmente exiguo. 


El artículo 9* tiene que ver con la consagración del perfeccionamiento académico para los 
cuatro cargos de confianza con que cuenta el Poder Judicial. Se trata de cuatro cargos pertenecientes 
al escalafón Q que no tienen perfeccionamiento académico pero que, por la naturaleza de los cargos, 


la Corte entiende razonable que lo tengan, al igual que la mayoría de los funcionarios técnicos del 
Poder Judicial. 


El artículo 10, tal como hemos manifestado en instancias anteriores, refiere a la necesidad de 
resolver una situación injusta que tienen algunos funcionarios que prestan servicios en la División 
Tecnología Informática. Esta División ha tenido un gran crecimiento debido al cambio de la política 
informática dispuesta por el Poder Judicial en el año 2002, que nos llevó a una arquitectura 
centralizada, con la creación de una web, dejando de lado Microsoft y pasando a utilizar Linux, que es 
un sistema operativo de uso público. Tal como señaló la señora Presidenta en su exposición, esto nos 
ha permitido economizar una cantidad de dinero importante en el pago de licencias e ir informatizando 
todo el Poder Judicial ya que, entre otras cosas, el cambio de la política implicaba dar de baja a las 
empresas que nos hacían el mantenimiento en el interior -no en Montevideo, porque allí lo hacía la 
División Informática- no pagar licencias y bajar los costos de telefonía por tener una intranet. 
Realizamos un convenio con ANTEL por el cual aseguramos mantener el mismo nivel de gasto, pero 
invirtiendo de distinta manera el dinero. Este convenio nos ha ayudado a ir implementando la Red 
Nacional Judicial y a bajar costos, lo que nos permitió comprar equipos informáticos. Cuando dimos de 
baja a empresas, también lo hicimos con las que hacían los desarrollos para el Poder Judicial. No se 
trata sólo de bajar el costo en el pago de licencias a través del sistema operativo, sino de no tercerizar 
nuestros desarrollos. Para eso se aumenta el número de funcionarios en el ámbito informático del 
Poder Judicial y se crea la División Tecnología Informática -por algún tiempo hubo dos, pero ahora se 
fusionaron- pero ese crecimiento lo debimos absorber por la vía de solicitar el traslado de los 
funcionarios administrativos que tuvieran conocimiento de informática a esas divisiones para cumplir 
funciones técnicas, pero manteniendo sus cargos administrativos. 


No hemos podido regularizar su situación salarial y, entonces, hoy nos encontramos con 
funcionarios de distinto escalafón trabajando en una misma división y cumpliendo tareas similares, pero 
teniendo unos una retribución sensiblemente superior a los otros, a pesar de que son igualmente 
importantes para el funcionamiento del Poder Judicial. Además, reitero que son los que nos han 
permitido, con su trabajo, generar economías que a su vez nos han posibilitado estar informatizando el 
Poder Judicial. Ya tenemos incorporados a la intranet prácticamente todo Montevideo -faltan sólo los 
Juzgados de Paz Departamental- y varias ciudades del interior, como Maldonado, Paysandú y Young. 
Esto ha traído como beneficio, no sólo la informatización de los Juzgados y el recambio de equipos - 
que, donde existían, eran muy viejos y estaban a punto de colapsar- sino además la posibilidad de que 
un profesional que tiene un juicio en Young pueda consultar la marcha de su asunto desde Montevideo 
y desde su escritorio. 


SEÑOR MICHELINI.- Y viceversa. 


SEÑOR MENDEZ.- Exactamente; si un abogado de Young tiene un juicio en Montevideo, dispone de 
esa misma posibilidad. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber cuántos funcionarios están regularizados y cuántos están en una 
situación injusta. Si no me equivoco, estamos hablando de una partida anual de US$ 200.000, es decir, 
unos US$ 18.000 por mes; por lo tanto, me da la sensación de que no son muchos los funcionarios que 
están en una situación de desventaja. No sé si esa es la terminología correcta, pero nos entendemos. 


SEÑOR MENDEZ.- Agradezco al señor Senador Michelini su intervención, porque señala un detalle 
que es muy importante. Estamos hablando, en concreto, de unos 15 funcionarios, es decir que 
efectivamente es un número reducido, pero hace al sostenimiento de esta política informática que ha 
diseñado el Poder Judicial. De manera que el monto anual demuestra lo que señalaba el señor 
Senador Michelini, en el sentido de que son pocos funcionarios, pero están soportando un peso 
importante en cuanto a la tarea del Poder Judicial. No obstante, desde ya adelantamos que en caso de 
que este dinero sea votado, la regularización se hará por concurso; esto no implica que porque ellos 
estén cumpliendo la función, automáticamente se les vaya a dar un cargo técnico. Los cargos se 
crearán con los recursos, estos funcionarios concursarán y seguramente por su experiencia van a estar 
en mejores condiciones de acceder, pero -creo que es una aclaración que no es menor- las 
designaciones no se van a realizar por la vía directa. 


De manera que agradezco una vez más la intervención del señor Senador porque creo que 
pone las cosas en su justo término: se trata de unos pocos funcionarios, que están haciendo un gran 
esfuerzo y que la Corte quiere contemplar por una razón de estricta justicia. 


El artículo 11 procura solucionar desde el punto de vista presupuestal una situación que en 
los hechos está resuelta a medias. En concreto, la disposición refiere a la compensación por 
dedicación permanente que perciben los funcionarios que integran los equipos especializados en 
violencia doméstica y Código de la Niñez y la Adolescencia. El Poder Judicial, también a partir de 
economías, viene atendiendo esta mayor dedicación que se requiere de estos funcionarios que 
integran los equipos que trabajan directamente con los Magistrados de Familia especializados en 
violencia doméstica. Pero naturalmente, como lo hemos señalado cada vez que hablamos de 
economías, nunca sabemos de qué monto van a ser cada año; esta es una cuestión variable. Por otro 
lado, este es un beneficio para los funcionarios que debería estar consagrado en nuestros créditos 
presupuestales como tal, porque tiene una finalidad más que legítima. De manera que lo que el Poder 
Judicial procura aquí es obtener el recurso presupuestal genuino y no tener que recurrir a las 
economías, como se ha venido haciendo hasta el presente. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuál sería el costo de este artículo? 
SEÑOR MENDEZ.- En números redondos, estamos hablando de $ 1:191.000 anuales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero recordar a los señores Senadores que en el repartido figuran los 
costos de cada artículo, incluso con el detalle de cada cargo. 


SEÑOR MENDEZ.- El artículo 12 tiene relación con algo que mencioné al pasar, pero por otra razón. 
Cuando hablé de los Defensores y del escalafón R, en relación con la recuperación salarial, hice 
mención a la partida de perfeccionamiento académico que se consagra en la última instancia 
presupuestal. La Suprema Corte de Justicia procura, en el artículo 12, volver a su voluntad inicial de 
otorgar a los funcionarios aquí mencionados, un incremento en sus partidas de perfeccionamiento 
académico, que era el que pretendía consagrar con aquella disposición que recoge el monto, pero 
tiene un destino distinto. Entonces, se establece que ese incremento del perfeccionamiento académico 
sería destinado a Actuarios, Actuarios Adjuntos, Secretarios | de los Tribunales de Apelaciones, 
Inspectores, Directores de División y Director General del Instituto Técnico Forense. 


El artículo 13 también recoge una aspiración reiterada de la Suprema Corte de Justicia, que 
es la creación de un nuevo Tribunal de Apelaciones en materia Laboral. Estos Tribunales de 
Apelaciones de trabajo, junto con alguna otra materia, según nuestros datos estadísticos, son los que 
aparecen más recargados. La Suprema Corte de Justicia desde hace tiempo está advirtiendo esta 
situación, de acuerdo con la información estadística y, en ese sentido, procura crear un Tribunal más. 
Sé que el Senado conoce el esfuerzo que hace la Suprema Corte de Justicia para acortar los tiempos 
de duración de los procesos. Precisamente, en materia laboral, uno de los motivos que ocasiona un 
cuello de botella y que incide negativamente en la duración de los procesos, en un tema sensible 
como es la materia laboral, es que hay tres Tribunales Laborales para resolver las situaciones 
provenientes de 14 Juzgados Letrados de Montevideo, más los Juzgados del interior. En consecuencia, 
la aspiración es crear un Tribunal más y, en ese aspecto, el artículo 14 -ligado al 13- refiere a la 
creación de los cargos que están asociados a los tres cargos de Ministro. Como podrán apreciar los 
señores Senadores, se crean los cargos estrictamente imprescindibles, ya que estamos hablando de 
un Secretario | Abogado, dos Administrativos |, dos Administrativos IV y un Auxiliar ||. De modo que, 
realmente, es mínima la dotación que se pide y, eventualmente, algún otro refuerzo que requerirá el 
Tribunal se procurará por la reasignación de funcionarios que estén en otras sedes. 


El artículo 15 tiene que ver con una situación que se viene generando desde hace bastante 
tiempo, en relación con el costo que el Poder Judicial enfrenta en materia de pago de traductores. 
Cuando hay que traducir sentencias y/o documentos que vienen del exterior, se hace con rubros de 
gastos de funcionamiento. Sobre este tema, la Suprema Corte de Justicia ha llegado a la conclusión de 
que resulta más económico -por lo menos, para el Poder Judicial, porque podría reasignar sus gastos 
de funcionamiento a áreas más sensibles- contar con un funcionario contratado para esta tarea y 
pagar, excepcionalmente, las que en razón del idioma el funcionario no pueda abordar. Se está 


planteando la posibilidad de que el funcionario sepa, al menos, portugués e inglés, que son los idiomas 
que se manejan con más frecuencia en las traducciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Abarcaría prácticamente el 80% de las traducciones. 


SEÑOR MENDEZ.- Exactamente, señor Senador; si ese 20% o 25% restante tuviéramos que pagarlo 
del Rubro Gastos, representaría un costo menor y nos permitiría disponer de una parte de esos 
recursos. Á su vez, lo que se pagaría anualmente por concepto de salarios, obviamente sería también 
menor en relación con lo que es hoy por la vía de Gastos. Aclaro, por si algún señor Senador lo está 
pensando, por qué con ese dinero que tenemos en el rubro de Gastos no contratamos directamente al 
funcionario; lo que sucede es que desde Gastos no podemos reforzar el Rubro 0. En consecuencia, 
estamos pidiendo el monto en el Rubro 0, Salarios. 


En cuanto al artículo 16, sabemos que el Parlamento también conoce que la mediación ha 
sido una experiencia muy positiva; incluso, tenemos la experiencia de que ha sido reclamada en 
algunas zonas donde, por ejemplo, hay más dificultades económicas, culturales y hasta de costo para 
acercarse a las oficinas, que generalmente están radicadas en el centro. Este acercamiento ha sido 
una posible solución, que no es jurisdiccional sino una mediación, y la Suprema Corte de Justicia 
pretende extender este beneficio al interior del país, instalando Centros de Mediación en todas las 
capitales departamentales, con excepción de Canelones porque, dada su importancia, tenemos la idea 
de instalar uno de estos centros en su capital, pero también en Las Piedras, Pando y Ciudad de la 
Costa. El monto que implicaría el establecimiento de Centros de Mediación en todas las ciudades 
capitales, excepto en Canelones que contaría con cuatro Centros, es el que surge del propio artículo 
que, en este caso, está mencionado en el texto. 


El artículo 17, que menciona los gastos de funcionamiento, tiene consagración en el artículo 
253. Dado que esta iniciativa ya fue recogida en la otra Cámara, solicitamos que se mantenga en el 
Senado. Creo que la iniciativa que contiene este artículo salta a la vista, porque de su consagración 
depende el mantenimiento del proyecto que se lleva adelante con fondos del BID. Hay una parte de 
contrapartida local y un 70% -de endeudamiento externo- corresponde a un contrato que se ha suscrito 
hace muchos años con el BID y que permitirá desarrollar un sistema de gestión. Por un lado, hablé 
anteriormente de la informatización del Poder Judicial, que es la plataforma sobre la que va a correr 
este sistema de gestión que se está desarrollando desde el proyecto que llamamos -nosotros, los 
uruguayos, tan afectos a las siglas- PROFOSJU, es decir, Proyecto de Fortalecimiento del Poder 
Judicial. El programa no se ha podido ejecutar, y aquí hago hincapié en que una cosa es cuando no se 
ejecuta por ineficiencia, pero aquí no se han podido recorrer una innumerable cantidad de instancias. 
Desde el inicio, alguna de las licitaciones fue impugnada, los recursos fueron a Washington, se 
resolvieron, se volvió a empezar, se hizo una licitación, luego cambiaron los equipos técnicos de la 
empresa que finalmente sería la adjudicataria, se vuelve a negociar, etcétera. Lo cierto es que 
actualmente esa licitación está adjudicada y se está trabajando; por eso insisto en que no se trata de 
una ineficiencia del proyecto en su ejecución, sino en que ese dinero ha estado impedido, con justa 
causa, de ejecutarse. Por ende, hoy esto no implicaría un mayor esfuerzo al país todo, sino que 
esperamos que se nos autorice a utilizar aquellos dineros que no se gastaron. En definitiva, se trata de 
dineros no utilizados, no estamos pidiendo que se nos otorgue más dinero; hago hincapié en esto 
porque, ahí sí, estaríamos incurriendo en un gasto mayor. Solicitamos que se nos autorice a realizar un 
gasto que no se pudo hacer en su momento. Reitero que esto viene con aprobación de la Cámara de 
Representantes y lo que pedimos es que el Senado mantenga igual criterio. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Viene con la misma redacción? 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se trata del artículo 253. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Es cierto, señora Presidenta; es el artículo 253 del texto de la Cámara de 
Representantes, que corresponde al 17 nuestro. 


Con respecto al artículo 18, debo decir que desde la consagración de la modificación, en el 
artículo 113 del Código Penal, la Suprema Corte de Justicia ha procurado llegar a todos los ciudadanos 


con la asistencia letrada que la ley impone como beneficio para ellos; sin embargo, hay lugares 
bastante apartados. Contamos con Defensorías de Oficio en cada ciudad que tiene Juzgado Letrado 
en el interior del país, pero aun así, si bien los Defensores han hecho los esfuerzos del caso en cuanto 
a trasladarse, es cierto que son pocos. Tenemos Defensorías con dos o tres Defensores y las más 
grandes -que son muy pocas- cuentan con seis, pero ya estamos hablando de lugares como Salto, 
Paysandú, Ciudad de la Costa y Maldonado, porque el resto son muy pequeñas. 


La salida del Defensor para ir a una localidad a los efectos de cumplir con este mandato legal, 
implica que desatienda la ciudad donde tiene asiento que, además, es donde hay mayor volumen de 
trabajo. Por algo la Defensoría tiene asiento en ese lugar. Aun con la mayor buena voluntad, si 
atendemos en un lado desatendemos en otro donde, como dije, hay mayor demanda, ya que tiene 
audiencias señaladas, etcétera. En consecuencia, el esfuerzo por cumplir se hace, pero somos 
conscientes de que no se lleva a cabo de la mejor manera. 


Lo que estamos solicitando nos permitiría atender nuestra labor de otra forma, porque se 
podría disponer de un dinero que nos permitiera contratar a un abogado particular. Digo “contratar” 
porque no se trata de pagar a un abogado particular, sino de hacer una contratación puntual para esa 
instancia. De esa forma, el abogado actuaría como Defensor de Oficio, con las mismas 
responsabilidades y obligaciones que aquel a quien tenemos trabajando en forma estable en nuestra 
plantilla, pero para un caso puntual. 


Además -seamos sinceros- en las localidades pequeñas no es todos los días ni por muchos 
asuntos que se requiere la presencia de un Defensor. Sin embargo, esto implica su desplazamiento 
hacia localidades que muchas veces sólo cuentan con un medio de transporte público que va en la 
mañana y vuelve en la tarde, lo que hace que el Defensor esté todo el día fuera de la ciudad en la que 
tiene asiento. Nuestra propuesta permitiría que el abogado concurriera a otra localidad, pero solamente 
para casos puntuales. 


Si la señora Presidenta de la Comisión me autoriza y los representantes de la Suprema Corte 
de Justicia están de acuerdo, voy a hacer mención a algunos artículos y a saltear otros que sería de 
orden que los Ministros explicaran. 


En consecuencia, dejaría que alguno de los Ministros explique el artículo 19. 


El artículo 20 es el que tiene que ver -estoy tratando de recordarlo de memoria- con el artículo 
257 de la Ley N* 13.640. Esta disposición que se pretende derogar es la que impone a los actuarios del 
Poder Judicial en el interior de la República la obligación de hacerse cargo de los registros públicos 
que dependen del Ministerio de Educación y Cultura, ante la ausencia del funcionario perteneciente a 
esta Cartera. 


Esta es una carga similar a la que el Poder Judicial tiene en el interior con respecto al 
Registro Civil y que en algunas ciudades nos ha ocasionado dificultades, ya que, generalmente, el 
problema se plantea en la época de las ferias judiciales. A este respecto, recuerdo un hecho reciente 
acaecido en la ciudad de Fray Bentos donde, de tres actuarios -aclaro que se aprovecha a otorgar las 
licencias durante las ferias- teníamos sólo uno trabajando en el Juzgado Letrado de esa ciudad y, 
simultáneamente, quedó acéfalo el Registro Civil. Por lo tanto, el actuario tenía que encargarse de 
nuestro Juzgado y del Registro Civil. Este tipo de situaciones nos genera distorsiones importantes. Se 
trata de una tarea que, obviamente, no es del Poder Judicial, pero éste la ha venido cumpliendo como 
colaboración. 


Lo que se pretende es que la subrogación de estos funcionarios sea hecha por personas 
dependientes del propio Ministerio de Educación y Cultura y no por los actuarios del Poder Judicial. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece que habría que encontrar una solución para estos funcionarios y 
después darle carácter legal. Digo esto porque no me parece conveniente derogar esta disposición y 
que el Poder Judicial no se encargue más de esta función si el Poder Ejecutivo -a través del Ministerio 
de Educación y Cultura- no tiene forma de atenderla. Creo que habría que buscar un acuerdo y 


después darle respaldo legal aunque no sea en forma presupuestal. Considero que cualquiera de los 
señores Senadores estaría conteste en ayudar en esa tarea. Reitero que, a mi juicio, no habría que 
derogar esa disposición y dejar un vacío. 


Comprendo el reclamo, y me parece legítimo, pero también creo que habría que encontrar 
una solución antes de resolver el tema casi “manu militari” y por la ley. 


Nada más, gracias. 


SEÑOR MENDEZ.- Agradezco al señor Senador Michelini su intervención porque, además, recuerdo 
que trabajamos en la Rendición de Cuentas pasada o en la anterior con él y el artículo siguiente recoge 
algunas de las ideas que manejamos en aquella instancia. 


Aquí se vuelve a hablar del Registro de Estado Civil y se pone como fecha el año 2010. Lo 
que pretendemos con esta fecha es transitar el camino que el señor Senador Michelini recomienda, 
que es instaurar una negociación -que, en ambos casos, es con el Ministerio de Educación y Cultura- 
que permita a esta Cartera cumplir con sus obligaciones sin tener sobresaltos y, en lo que a nosotros 
respecta, ir liberando recursos humanos que tenemos afectados a una tarea que no nos es específica 
ni propia y que dificulta nuestro funcionamiento. Digo esto, justamente, porque no es fácil mantener 
una dotación de funcionarios acorde para las funciones que constitucionalmente tenemos a cargo y 
menos aún en esta situación. El Registro Civil nos distrae una cantidad de funcionarios en una tarea 
que, como dije, no nos es propia. Además, los recursos no vienen al Poder Judicial, porque lo que se 
recauda en virtud de estos conceptos va al Registro Civil. En consecuencia, tenemos todas las cargas 
y ninguno de los “beneficios”, dicho esto entre comillas porque tampoco son tan importantes. 


Por lo tanto, el artículo 21 fija como plazo el 2010. Habíamos manejado la idea de instaurar 
algún mecanismo que nos permitiera, con el apoyo del Parlamento -aclaro que algún gasto va a 
implicar- llegar a un acuerdo entre ambos organismos. Tal vez este camino podría recorrerse si 
contara con algún tipo de consagración legislativa y aunque no fuera en los términos en que lo envía el 
Poder Judicial. Esto nos podría ayudar porque implicaría marcar un comienzo en la voluntad del 
Parlamento de, con tiempo y sin sobresaltos, ir corrigiendo la situación. 


Nuevamente agradezco la intervención del señor Senador Michelini. 


Lo dicho anteriormente determina que no tenga que hacer más comentarios sobre el artículo 
21, dado que su finalidad es la ya expresada. 


En relación al artículo 22, el Poder Judicial procura encontrar un mecanismo intermedio para 
no tener que ejercer la potestad que tiene la Suprema Corte de Justicia de negar los pases en 
Comisión. Aclaro que no hablo de las designaciones de particular confianza, que son diferentes, porque 
una vez que el funcionario es designado, tiene por ley el derecho a reservar su cargo. Esta norma 
procura solucionar la dificultad que nos generan tanto el derecho a la reserva del cargo -que se respeta 
porque es lo que corresponde desde el punto de vista legal- como las solicitudes de pase en comisión 
para que nuestros funcionarios cumplan tareas en otros organismos públicos. La Suprema Corte de 
Justicia las va concediendo hasta que llega a un tope que no le permite seguir haciéndolo. 


¿Por qué hablamos de un mecanismo intermedio? Porque nos parece que si se da la 
posibilidad de que algunos de nuestros funcionarios del Poder Judicial sean elegidos por otros jerarcas 
de organismos públicos, por la confianza o la capacidad que demuestran, lo ideal es que este Poder 
pueda decidir acceder al pedido y, hasta que dichos funcionarios regresen, pueda contratar a otras 
personas que los sustituyan. De esta forma, podemos colaborar con el aporte de un funcionario 
capacitado y de confianza para quien lo pide y, a su vez, subrogarlo en el cumplimiento de sus 
cometidos dentro del Poder Judicial. 


SEÑOR MICHELINI.- Considero que eso puede ser algo muy problemático. 


SEÑOR MENDEZ.- Simplemente estoy planteando una necesidad del Poder Judicial para que los 
señores Senadores analicen la propuesta. Comprendo el comentario del señor Senador Michelini en el 
sentido de que esto puede ser algo complicado, pero nosotros lo planteamos para ver si, entre todos, 
encontramos algo mejor. En ese sentido, estamos abiertos a cualquier iniciativa que plantee el 
Parlamento y que quizás pueda conformarnos a todos. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera hacer algún comentario con respecto al artículo 21, porque creo que su 
redacción no es clara. 


Este artículo establece que, antes del 1% de enero de 2010, el Poder Judicial en el interior 
dejará de cumplir funciones del Registro de Estado Civil, las que pasarán -al igual que en Montevideo- 
a la Dirección General del Registro de Estado Civil. Por lo tanto, los jueces ya no van a casar y esta 
tarea la desempeñarán los funcionarios de dicho Registro. 


Por otra parte, determina que la recaudación que se obtiene por el cumplimiento de esta 
actividad se destinará al Poder Judicial. Me parece que hay que cambiar la redacción y establecer que, 
a partir de la vigencia de la presente ley y hasta tanto se cumpla lo dispuesto en la primera parte del 
artículo, la recaudación por concepto de esta actividad será transferida al Poder Judicial. De lo 
contrario, se entiende que recién el día que esta función pase del Poder Judicial a la Dirección General 
del Registro de Estado Civil, dicho Poder va a empezar a recaudar. 


SEÑOR MENDEZ.- La aclaración que hace el señor Senador Gallinal es muy atinada y reconocemos 
que la redacción puede llevar a esa confusión. Lo que se pretende es que, mientras eso no suceda, la 
recaudación tenga como destino el Poder Judicial y para esa actividad y no una vez que los jueces 
dejen de casar en el interior. Reitero que ese es el espíritu de la norma. 


En cuanto a los artículos 19 y 23, considero que los señores Ministros podrán dar una mejor 
explicación que quien habla. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- A pesar de que el doctor Méndez ya se refirió a este tema, si me permiten, 
quisiera reiterar con particular énfasis la necesidad del Poder Judicial de contar con un cuarto Tribunal 
de Apelaciones en materia laboral. No es la primera vez que la Suprema Corte de Justicia solicita la 
creación de este tribunal y, tal como ha señalado el doctor Méndez con toda razón, se trata de una 
materia sensible y la concreción de justicia con los trabajadores está íntimamente ligada a que la 
percepción de los créditos laborales se logre en un plazo razonable. 


Los Tribunales de Apelaciones en materia laboral están sobrecargados en comparación con 
otros Tribunales y, a veces, nos sentimos defraudados porque no hemos logrado sensibilizar al poder 
político acerca de la necesidad de crear este Tribunal. La sobrecarga laboral en los Jueces conlleva 
una situación agobiante que disminuye el rendimiento y, además, el estrés laboral conspira contra la 
salud del Magistrado. Esto se está repitiendo tanto en los Tribunales de Montevideo como en otros del 
interior, particularmente con relación al tema competencial de la violencia doméstica, que ha irrumpido 
en este ámbito creando dificultades en el cumplimiento eficaz de la función jurisdiccional. 


Este tema nos preocupa sobremanera porque, además de esa carga laboral importante - 
superior a la de otros Tribunales en otras materias- hemos constatado que, seguramente en poco 
tiempo, va a suceder lo mismo con los Tribunales en lo penal. Esta situación nos sorprende porque 
hasta hace pocos años los Tribunales penales eran los que tenían menos carga laboral. Como 
comprenderán los señores Senadores, por razones que no es del caso abordar en este momento, la 
materia penal ha incrementado su carga laboral y en este aspecto se están aproximando a los 
Tribunales laborales. 


De manera que, una vez más insistimos en la necesidad que plantea el Poder Judicial de 
creación de un nuevo Tribunal de Apelaciones en materia laboral, que ha sido reiterada, pues es seria y 
fundada. De este modo, se contribuiría eficazmente a la mejor prestación del servicio en esta materia. 


Asimismo, queremos insistir en la asignación de una partida para la instalación de Centros de 
Mediación en el interior del país. A este respecto, podemos decir que hemos transitado por una 
experiencia sumamente exitosa en la ciudad de Montevideo con el funcionamiento de cinco Centros de 
Mediación en los que se trabajó en convenio con el Ministerio de Salud Pública, que nos cedió sus 
locales. Pensamos que en el interior se podrían reeditar los mismos convenios, tanto con las 
Intendencias Municipales como con el Ministerio de Salud Pública, a los efectos de que funcionen 
estos Centro de Mediación, que son una forma de acceso inmediato y sin formalismos a la Justicia por 
parte de las personas más carenciadas, básicamente en materia de vecindad, disputas familiares y 
violencia doméstica. 


Llegado a este punto, quiero hacer un énfasis particular. Hace un instante decía que, desde 
el ámbito competencial, la violencia doméstica ha significado una carga laboral casi agobiante en 
algunos departamentos del interior, en los Juzgados con competencia en materia civil, a los cuales se 
les asignado la facultad de intervenir de urgencia en materia de violencia doméstica. Seguramente en 
los Centros de Mediación se podrá abordar temáticas de gravedad ontológica no menor y su creación 
brindará la posibilidad de que, sin formalismos y en base al diálogo y al acuerdo entre las partes 
involucradas, se pueda aliviar de alguna manera esta tarea. Concretamente, contribuirá a que los 
Jueces vean aliviada su carga laboral en esa materia. 


Creo que si enfocamos este monto específico de la partida dentro del monto global de un 
presupuesto del Poder Judicial que, en materia de asignación de recursos, en el año 2006 alcanzó el 
1,2% del Presupuesto Nacional, históricamente, nos ubica en una de las cifras más bajas en los 
últimos 20 años. Si bien comprendemos las razones de contención del gasto público -esta es una 
Rendición de Cuentas austera, tal como fue el presupuesto del Poder Judicial- se podría repetir en el 
interior la exitosa experiencia de los centros de mediación en Montevideo, razón por la cual vale la 
pena incrementar nuestro presupuesto de gastos en esta cifra exigua para abordar esa experiencia 
fructífera. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 13 y los siguientes son de un volumen menor e, incluso, tenemos 
acotaciones que vienen de la Cámara de Representantes. 


Quiero hacer una acotación respecto al tema de la mediación porque me parece muy bueno, 
sobre todo en lo que tiene que ver con los vecinos y los conflictos que entre ellos se puedan suscitar, 
ya que es muy importante y ayuda a tener una resolución rápida, directa y un acuerdo que puede 
facilitar la convivencia de las personas que viven, más que en un barrio, en la misma vecindad, en 
casas con paredes contiguas. 


El señor Van Rompaey nombró, entre esas cuestiones, la violencia doméstica, y a mí me 
genera dudas porque la violencia doméstica es un eufemismo; son agresiones. Le hemos llamado 
violencia doméstica, pero es discutible porque son agresiones y de ninguna manera la solución del 
conflicto podría pasar por la aceptación, por parte del Estado, de que una persona agreda a otra 
porque tenga grados de consanguinidad. Recién ahora se empieza a tomar conciencia de la gravedad; 
es más, está más desprotegida la persona que vive bajo el mismo techo que el agresor, que quien es 
agredido pero después puede defenderse o estar a salvo porque su seno familiar es otro bien distinto 
de quien lo agredió. Sé que ese no es el objeto ni quiero generar conflicto pero en el caso de la 
violencia doméstica tenemos que hacer hincapié en el hecho de que de ninguna manera se puede 
aceptar la agresión entre las personas. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- En realidad, me sorprende la intervención del señor Senador Michelini 
porque en ningún momento dije que la agresión debería ser admitida ni que un centro de mediación 
podía atender una supuesta agresión física. Eso está absolutamente fuera de toda previsión normativa 
y del espíritu de esta norma. Simplemente mencioné la violencia doméstica a los efectos de que leves 
disputas entre vecinos o aun entre parientes que no lleguen, obviamente, a la agresión ni a situaciones 
calificadas legalmente como violencia doméstica o como agresiones con incidencia penal, sean 
tratadas en un centro de mediación. Me parece de una claridad meridiana; quizás no me expliqué 
correctamente pero es obvio que no se van a transferir competencias de los Juzgados Letrados 
Penales y de los Juzgados especializados en violencia doméstica, a un centro de mediación. 


En todo caso, este ámbito de tan alta sensibilidad cumpliría funciones meramente 
preventivas de eventos riesgosos mayores, pero de ninguna manera va a solucionar este tipo de 
conflictos a los que hace referencia el señor Senador y menos en caso de agresión, pues no transita 
por la vía de mediación. Sí podrán ser atendidas pequeñas desavenencias, roces, discusiones, en un 
ámbito anterior o con eficacia preventiva con respecto a ulteriores agravamientos de una situación de 
conflicto. Pero sí -y lo repito- ha habido experiencias con un alto índice de éxito en Montevideo; 
estamos hablando de un 95% en casos de mediaciones donde se logró juntar a las partes en conflicto, 
sean vecinales o de propiedad horizontal, así como también casos de problemas de relacionamiento 
parental y de pareja. También se ha actuado estrictamente en este ámbito en forma preventiva, pero 
no sancionatoria ni represiva. 


No sé si de esta forma respondo a la inquietud del señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Simplemente, mi planteo era para que se hiciera la aclaración del caso, porque 
me parece que había una confusión o yo entendí mal el concepto. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- En cuando a las otras normas cuya explicación había sido cedida a nuestra 
intervención, podemos decir que mediante el artículo 19 simplemente pretendemos expedirnos “sobre 
los anteproyectos de ley relativos a normas sobre competencia o de procedimiento o que asignen 
nuevas funciones a los órganos jurisdiccionales, y que de cualquier manera puedan determinar la 
afectación de recursos humanos o materiales del Poder Judicial”. Se supone que se trataría de una 
opinión consultiva del Poder Judicial en materias que le son propias. Seguramente, acá no podrá 
darse una injerencia en el principio constitucional de separación de Poderes, sino meramente una 
forma de cooperación interinstitucional o entre Poderes del Estado, a los efectos de que después la 
aplicación de la norma no nos cree problemas adicionales que pudimos haber previsto de antemano y 
alertado al Poder Legislativo para que hiciera los correctivos pertinentes. Es una vía de diálogo y de 
cooperación interinstitucional por la que hemos transitado en los últimos años. 


En la Cámara de Representantes ponía el ejemplo de la propia Ley de Modernización y 
Humanización del Sistema Carcelario, cuyo anteproyecto en su momento fue sometido a consideración 
de la Suprema Corte de Justicia, que hizo numerosas observaciones que fueron puntualmente 
consideradas por el Poder Legislativo. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera formular una consulta sobre el artículo 19. 


Me pregunto si no sería mucho más lógico, para evitar equivocadas interpretaciones de este 
numeral 7) que se pretende agregar a la Ley N* 15.750, reglamentar directamente la disposición 
constitucional que le da ingreso al Poder Judicial para opinar en temas vinculados a los ámbitos 
jurisdiccionales, porque me da la impresión de que empezamos a discutir sobre la constitucionalidad 
del artículo. A esto agrego que la expresión “anteproyecto de ley” no es de recibo en el ámbito 
parlamentario, más bien se trataría de un proyecto de ley. Tampoco en la Constitución se recoge la 
expresión “anteproyecto de ley”. 


Pero me parece que existiendo una norma constitucional que le da especialmente la 
posibilidad a la Suprema Corte de Justicia de tener una intervención previa en todos aquellos temas 
que refieran a sus competencias, básicamente de carácter jurisdiccional, quizás lo lógico sería 
reglamentar de alguna manera ese artículo de la Constitución y no introducir una nueva norma que, en 
algún sentido y de acuerdo con la redacción que trae, puede llegar a tener alguna suerte de colisión 
con lo que dispone la propia Carta. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- No, señor Senador; no tengo presente en este momento las normas 
constitucionales a las que usted hace referencia, pero sí recuerdo el artículo de la Carta que atribuye 
iniciativa a la Suprema Corte de Justicia en materia de normas de procedimiento y que debe ser oída 
en las Comisiones parlamentarias. No nos referimos exactamente a eso en este artículo, sino a 
expedirnos o a considerar los proyectos de ley relativos al funcionamiento del Poder Judicial con 
antelación a su consideración parlamentaria. Se trata de supuestos diferentes. El señor Senador 


Korzeniak me está mirando y creo que sería beneficioso para todos nosotros escuchar su opinión 
autorizada sobre el tema. 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente quiero recordar que la Constitución establece que el Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia -no la Suprema Corte de Justicia- puede asistir a las Comisiones 
parlamentarias a dar su opinión en los temas que refieren a códigos, procedimientos judiciales, 
etcétera. Entonces, al margen de las invitaciones que las Comisiones suelen hacer para ilustrarse, es 
un derecho del Presidente de la Suprema Corte de Justicia. Para ser bien pragmático, quiero decir que 
no lo ejerce con frecuencia y tampoco es común que el Parlamento, cuando no resuelve invitar a la 
Suprema Corte para pedirle opinión, le avise que está tratando un proyecto de ley referido al Poder 
Judicial. Entonces, ahí se produce una desconexión. 


Ahora bien, por lo que personalmente observo, el contenido de este artículo es otro y refiere a 
que la Suprema Corte de Justicia opine. Lo que sí podría provocar una discusión sobre la 
constitucionalidad o no que acaba de plantear el señor Senador Gallinal, es si esto significa que el 
Parlamento tiene el deber de hacerlo. Ahí podría decirse que está en contradicción con el artículo que 
establece que el Presidente de la Corte tiene el derecho de venir a las Comisiones parlamentarias. De 
todas maneras creo que esto va por un camino distinto. 


Más allá del tema técnico o jurídico, tengo una opinión a este respecto. Personalmente creo 
que debe haber más colaboración informativa entre los tres Poderes. Ese es un principio general de 
organización que no desarrolló Montesquieu cuando expuso la separación de Poderes, pero pienso 
que el Estado moderno hace necesario un mejor relacionamiento informativo entre los tres Poderes. 
Por esa vía, me parece que todo se podría solucionar. Voy a poner un ejemplo. Supongamos que el 
Parlamento está considerando un proyecto de ley que modifica un código de procedimiento o la 
estructura del Poder Judicial; aunque este artículo no estuviera, el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia tiene el derecho de venir a la Comisión que lo está tratando para dar la opinión del Cuerpo que 
integra. Ahora bien, para eso debe estar enterado de que se está tratando ese proyecto. Es cierto que 
no existe una intercomunicación fluida entre los tres Poderes; aquí no se trata de un tema particular 
con el Poder Judicial, sino de una costumbre a la que algunas veces se ha denominado “el chacrismo”, 
aunque no tiene que ver precisamente con los Poderes, sino algo más chiquito, por ejemplo, la poca 
comunicación entre los Ministerios, entre las dos Cámaras, entre los grupos de trabajo y entre las 
Comisiones parlamentarias. En este último caso, a veces nos enteramos en la reunión de bancada que 
en una Comisión se está tratando un proyecto de ley parecido al que se está considerando en otra 
Comisión. Con un toque de humor quiero recordar al doctor Gallinal -uno de los ilustres Gallinal, que 
seguramente es antepasado del actual Senador Gallinal- que, además fue profesor. Se le atribuye una 
frase -personalmente la he buscado, pero no la encontré- que se contaba mucho en la Facultad. Hacía 
dos días que había una discusión apasionada en una de las Cámaras sobre si era saludable o no 
aprobar una determinada ley. En determinado momento, el doctor Gallinal concurrió a la sesión -no lo 
había hecho en las anteriores oportunidades- y dijo: “Me enteré que hace dos días que están 
discutiendo si se va a aprobar esto. Yo les quiero decir que hace 37 años que ya existe una ley que 
dice exactamente eso”. Esto ocurrió hace muchos años. 


Simplemente quería recordar la existencia de un inciso que permite que el Presidente de la 
Corte concurra sin invitación, pero para ello debe estar enterado de lo que se está tratando. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de la opinión que podamos tener sobre este artículo, quiero 
decir lo siguiente. Supongamos que se aprueba y mañana el Parlamento dicta una ley sobre la cual 
debió ser consultada la Suprema Corte de Justicia. 


Entonces, a esos efectos es como si se estuviera derogando este artículo para esa ley 
específica. Creo que la ley tendría valor igual y, en todo caso, si la norma anterior siguiera siendo 
materia legal, no sería de aplicación para esa ley, aunque otros podrían decir que, en la medida que 
incumplió la norma anterior, la estaría derogando de hecho. 


Creo que lo ideal sería mejorar el relacionamiento y no sancionar una ley. Todo puede terminar 
rozando al Poder Judicial; cualquier ley que pueda afectar o terminar en un juicio, puede estar rozando 
su funcionamiento por lo que, entonces, los integrantes del Poder Judicial tendrían que estar viniendo 


permanentemente al Poder Legislativo. A esto debo agregar que, en muchos de esos casos, el Poder 
Judicial va a terminar diciendo que no puede abrir opinión -esto sería un prejuzgamiento- porque en 
algún momento puede tener que estar dictando sentencia. Sinceramente, creo que en otras 
oportunidades en que el Parlamento no ha votado cosas, el Poder Judicial ha tenido razón, pero en 
esta no. El problema hay que resolverlo de otra manera y no en función de esta base legal. 


SEÑOR GALLINAL.- Les adelanto a las señoras y señores Ministros que soy ampliamente partidario 
de la participación previa del Poder Judicial en la elaboración de leyes -sobre todo, en la consulta- que 
lo comprendan. Es evidente que ello debe ser así y la disposición constitucional a la que hice 
referencia, obviamente, va en ese sentido y del planteamiento que nos están realizando. 


Lo que intentaba era evitar luego una discusión de carácter constitucional. Sería interesante 
que, a través de la secretaría, se consiguiera el artículo 55 de la Ley N* 15.750, de manera de tener 
una visión total de lo que estamos discutiendo. Sin perjuicio de eso, de acuerdo con lo que surge de la 
redacción del numeral 7) del artículo 19 que expresa: “Expedirse sobre los anteproyectos de ley 
relativos a normas sobre competencia o de procedimiento o que asignen nuevas funciones a los 
órganos jurisdiccionales, y que de cualquier manera puedan determinar la afectación de recursos 
humanos o materiales del Poder Judicial, los que a tales efectos deberán ser sometidos a su 
consideración por los restantes Poderes del Estado", el Poder Legislativo tendría la obligación de 
someter previamente a la consideración de la Suprema Corte de Justicia una norma que refiera a toda 
esta tan amplia temática que aquí está comprendida. 


Me parece que la solución alternativa podría ser una suerte de reglamentación de las 
disposiciones constitucionales a las que he hecho referencia. Por ejemplo, se puede establecer que 
toda vez que se vayan a aprobar normas referidas a competencias o procedimientos, o que se asignen 
nuevas funciones a los órganos jurisdiccionales, el Poder Legislativo podrá comunicarlo a la Suprema 
Corte de Justicia, a los efectos de que ésta haga o no uso de la facultad que le otorga la disposición 
constitucional, es decir, que su Presidente comparezca ante el Parlamento a expresar una opinión en 
nombre de la Suprema Corte de Justicia. 


Esa es la solución que se me ha ocurrido, de manera de evitar este tipo de discusiones, 
partiendo de la base de que compartimos con el Poder Judicial la importancia que tiene la opinión que 
en todos los casos pueda brindar sobre los temas que le competen durante todos los días del año. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- No tenemos ninguna objeción a la redacción alternativa que propone el 
señor Senador Gallinal. Pero para nosotros sería mejor que en lugar de expresar “podrá comunicar”, se 
dijera “deberá comunicar”. De esa manera nos quedaríamos tranquilos de que en cada proyecto de ley 
que se traten competencias y nuevas asignaciones de funciones al Poder Judicial, efectivamente 
vamos a tener conocimiento, porque el “podrá comunicar” es potestativo, y si no se comunica, la norma 
no es operativa. 


En cuanto al artículo 23, la Corte ya ha dicho en la Comisión de la Cámara de 
Representantes que declinábamos esta propuesta porque había suscitado reservas y objeciones en los 
especialistas del Instituto de Derecho del Trabajo, en el sentido de que, de alguna manera, cercenaba 
los derechos de los trabajadores a producir prueba. Y lejos está en nuestro ánimo perjudicar la 
situación procesal de los trabajadores, sino que lo que buscábamos era todo lo contrario, es decir, que 
las audiencias fueran más cortas. La prolongación excesiva de los juicios laborales obedece a la 
extensión de las audiencias por el elevado número de testigos que concurren. Entonces, lo que se 
busca con esta norma es agilitar el proceso. 


Por lo tanto, en aquel momento solicitamos al Instituto de Derecho Laboral que, si no estaba 
conforme con la norma, nos propusiera una norma procesal sustitutiva que permitiera agilitar el 
proceso laboral en primera instancia, ya que nos resulta preocupante que insuma 14 ó 15 meses. Sin 
embargo, no se pudo redactar hasta el momento. 


No obstante ello, hemos designado una Comisión que integran representantes del Poder 
Judicial, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y del Instituto de Derecho Laboral y que va a 


empezar a trabajar en la redacción de un texto que pretendemos que sea sencillo, expeditivo y que 
permita que los procesos laborales en primera instancia sean acotados en su duración. Esta es una 
aspiración que tenemos porque la excesiva duración de los procesos en materia laboral -al igual que 
en todas las demás- puede significar, en definitiva, una verdadera desviación de justicia. Por lo tanto, 
no vamos a insistir en este artículo 23. 


Por último, quiero decir que en la Cámara de Representantes se agrega un artículo que no 
tiene iniciativa del Poder Judicial ni del Poder Ejecutivo -el artículo 254- sobre la integración de la 
Comisión Directiva del Centro de Estudios Judiciales del Uruguay, con un delegado del Colegio de 
Abogados del Uruguay. Esta, obviamente, es una iniciativa del Colegio de Abogados, que al momento 
de analizar este proyecto de Rendición de Cuentas la Corte estaba estudiando, por lo que no habíamos 
emitido opinión definitiva sobre el punto. Sí habíamos adelantado en la Comisión de la Cámara de 
Representantes que si el Poder Legislativo entendía que era conveniente la integración, no haríamos 
objeciones, como no las vamos a hacer ahora. Por lo tanto, en el entendido de que el Centro de 
Estudios Judiciales del Uruguay es un centro de formación y capacitación de Jueces de la República 
que actúa eficazmente en ese ámbito y tiene prestigio a nivel americano e internacional, esperamos y 
confiamos en que la integración con un delegado del Colegio de Abogados del Uruguay incrementará 
aún más la eficiencia y la calidad técnica de este servicio, con la visión desde el operador jurídico, que 
es el abogado, y que seguramente aportará la visión del justiciable y del órgano profesional. 


SEÑOR MICHELINI.- La diferencia de este artículo con los anteriores es que se agrega un integrante 
del Colegio de Abogados. En el caso de los Magistrados, ¿se determinaba por una terna? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Es decir que en el caso del Colegio de Abogados, lo que se hace es imitar el 
procedimiento de la Asociación de Magistrados del Uruguay; esa sería la innovación del artículo. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Exactamente. 
SEÑOR MICHELINI.- A esos efectos, ¿la Suprema Corte no tiene una opinión? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- No hacemos objeciones. Esta iniciativa surgió en la Cámara de 
Representantes y allí se nos preguntó sobre la opinión de la Corte, pero todavía estábamos en la etapa 
de estudio. A esta altura, pensamos que esto no sólo contribuirá a un mejor relacionamiento con el 
Colegio de Abogados, sino que también permitirá que ellos hagan un aporte positivo al funcionamiento 
del Centro de Estudios Judiciales. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuántos representantes de la Suprema Corte hay en la Comisión? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- No están definidos legalmente los números, pero en este momento está 
funcionando con dos delegados de la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑORA PERCOVICH.- Con relación a la modificación de la propuesta del artículo 7” original del 
Poder Judicial y el artículo 252 votado en la Cámara de Representantes, que elimina el acotamiento de 
los Juzgados de Paz y, como ustedes explicaban, se hace extensivo a los Juzgados de la División 
Servicios Inspectivos, ¿qué significa en costo? 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- No tiene costo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas, agradecemos a la delegación de la Suprema Corte 
de Justicia su presencia en el día de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia) 


La Comisión pasa a cuarto intermedio hasta la hora 11. 


(Así se hace. Es la hora 10 y 48 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


